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Sobre: 

Daños por 
incumplimiento de 
contrato 

 
Se acoge como 

Certiorari 
 

Panel integrado por su presidente el Juez González Vargas, la 
Jueza Vicenty Nazario y el Juez Rivera Torres. 
 

Rivera Torres, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

Comparecen ante este Tribunal de Apelaciones la Sra. María 

Román Román, su esposo el Sr. Fernando Pérez Collazo y la 

Sociedad Legal de Gananciales compuesta por ambos (los 

peticionarios) y nos solicitan la revisión de la Orden emitida el 27 

de junio de 2016 por el Tribunal de Primera Instancia de Arecibo 

(el TPI). Mediante la misma, se aprobaron las costas solicitadas por 

el tercero demandado, Ing. Otón R. Vivas Gotay (el recurrido). 

Por los fundamentos que expresamos a continuación, 

acogemos el presente recurso como uno Certiorari, por ser el 

vehículo procesal adecuado. Acogido el auto de certiorari, 

modificamos la Orden recurrida y así modificada, se confirma. 
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I. 

Los peticionarios presentaron una demanda contra el Sr. 

Freddy Cruz Hernández y el Ing. Aníbal Santiago García, entre 

otros. Posteriormente, el Ing. Santiago García incoó una demanda 

contra tercero con respecto al Ing. Vivas Gotay. Los peticionarios 

enmendaron las alegaciones de la demanda y adujeron, en lo 

concerniente, que el Ing. Vivas Gotay no verificó la etapa de la obra 

certificada y los materiales incorporados a la misma. Luego de 

varios trámites procesales, el TPI atendió dos solicitudes de 

sentencia sumaria. Una de ellas presentada por el Ing. Vivas 

Gotay.  

Con el beneficio de las oposiciones a las referidas mociones, 

el TPI dictó Sentencia Parcial el 17 de noviembre de 2014 

declarando Ha Lugar ambas solicitudes de sentencia sumaria. 

Fundamentó su decisión, en lo pertinente, en que 

contractualmente el Ing. Vivas Gotay, en su función de inspector 

del banco, no asumía responsabilidad por la calidad de la obra, ni 

por los vicios de construcción. 

De dicha sentencia recurrieron los peticionarios al Tribunal 

de Apelaciones, el cual la confirmó el 30 de junio de 2015. Se 

sostuvo el fin del pleito contra el Ing. Vivas Gotay, tanto de la 

demanda original, como de la demanda contra tercero. 

A tenor con lo anterior, el Ing. Vivas Gotay presentó 

oportunamente un memorando de costas. Les reclamó, tanto a los 

peticionarios, como al tercero demandante, Ing. Santiago García el 

pago solidario de las siguientes partidas: 

a) Sellos de radicación      $41 

b) Moción bajo juramento con dos aranceles  $4 

c) Aranceles en 18 mociones ($1.00 c/u)   $18 

d) Pago emplazador por diligenciamiento    $80 
Orden a Col. De Ingenieros SJ 
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e) Pago honorarios a Perito Ing.  
Roa Vargas                       $2,750 
 

f) Fotocopias, sellos postales, fax     $200 

       Total         $3,093 

Asimismo, el Ing. Vivas Gotay reclamó los siguientes gastos 

con relación a la oposición presentada en el recurso de apelación 

KLAN201500321: 

a) Honorarios al Ing. Miguel A. Roa Vargas  $300 

b) Arancel de radicación     $80 

c)  Emplazador por radicación de Oposición   $85 

en Hon. Tribunal Apelativo e Instancia 
 

d) Notificación de recurso en envío certificado 
  y Acuses de Recibos (3) ($8.87 c/u)                $26.61 

           

      Total       $491.61 

La suma total de las costas reclamadas ascendió a 

$3,584.61. Los peticionarios se opusieron a la solicitud del pago de 

costas. En síntesis, alegaron que las mismas eran injustificadas, 

contrarias a derecho y que debieron ser reclamadas únicamente a 

la parte demandada y demandante contra tercero, el Ing. Aníbal 

Santiago García, quien incluyó en el pleito al Ing. Vivas Gotay. 

Añadieron que en el presente caso no se resolvió una controversia 

de asuntos de inspecciones de obra que justificara la utilización de 

partidas como la del perito. Lo anterior debido a que tanto el TPI, 

como el Tribunal de Apelaciones entendieron que el inspector del 

banco, Ing. Vivas Gotay, no tenía responsabilidad contractual 

alguna con los peticionarios. 

 Así las cosas, el TPI dictó el 27 de junio de 2016, notificada 

el 29 del mismo mes y año, la Orden que aprobó las costas 

solicitadas por el tercero demandado, el Ing. Vivas Gotay. 

Inconformes, los demandantes-peticionarios presentaron el 

recurso que nos ocupa, imputándole al TPI haber errado: 
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[A]l imponerles el pago de costas del pleito a favor de 
un tercero demandado que no fue traído a la 
jurisdicción del Tribunal por los primeros y sí por uno 

de los demandados. 
 

El 9 de agosto de 2016 el tercero demandado, Ing. Vivas 

Gotay, Luz N. Abreu y la Sociedad Legal de Gananciales 

presentaron su alegato, por lo que estamos en posición de resolver. 

II. 

A.  Revisión de remedios post sentencia  

La vigente Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 

R. 52.1, fue enmendada significativamente para limitar la 

autoridad de este Tribunal para revisar las órdenes y resoluciones 

interlocutorias dictadas por los tribunales de instancia por medio 

del recurso discrecional del certiorari. Posterior a su aprobación, el 

texto de la referida Regla fue enmendado nuevamente por la Ley 

Núm. 177-2010, y dispone taxativamente los asuntos que podemos 

atender mediante el recurso de Certiorari.    

Sin embargo, precisa recordar que la intención de la 

enmienda a la Regla 52.1, supra, tuvo el propósito de agilizar la 

resolución de los pleitos dilucidándose ante los Tribunales de 

Primera Instancia de nuestro País y evitar dilaciones injustificadas 

durante la tramitación de un litigio. IG Builders Corp. et al. v. 577 

Headquarters Corp  185 DPR 307, 336 (2012).       

Es por lo anterior que  entendemos que la precitada Regla no 

es extensiva a asuntos postsentencia, toda vez que el único recurso 

disponible para revisar cualquier determinación posterior a 

dictarse una sentencia es el certiorari. De imponerse las 

limitaciones de la Regla 52.1, supra, a la revisión de dictámenes 

post sentencia, inevitablemente quedarían sin posibilidad alguna 

de revisión apelativa.    

Por consiguiente, para determinar si procede la expedición 

de un recurso de certiorari en el que se recurre de alguna 
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determinación post sentencia, debemos acudir a lo dispuesto por 

la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA 

Ap. XXII-B, R. 40.      

A estos efectos, la Regla 40 de nuestro Reglamento, supra, 

enumera los criterios que debemos considerar al momento de 

determinar si procede que expidamos el auto discrecional 

certiorari. IG Builders Corp. et al. v. 577 Headquarters Corp., 

supra.  

El tribunal tomará en consideración los siguientes criterios 

al determinar la expedición de un auto de certiorari o de una orden 

de mostrar causa:        

A)  Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho.      

B)  Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema.      

C)  Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error 
craso y manifiesto en la apreciación de la prueba 
por el Tribunal de Primera Instancia.    

D) Si el asunto planteado exige consideración 
más detenida a la luz de los autos originales, los 
cuales deberán ser elevados, o de alegatos más 

elaborados.      
E)  Si la etapa del procedimiento en que se 

presenta el caso es la más propicia para su 
consideración.      
F)  Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa no causan un fraccionamiento 
indebido del pleito y una dilación indeseable en 

la solución final del litigio.      
(G) Si la expedición del auto o de la orden de 
mostrar causa  evita  un fracaso de la 

justicia.       
  

Los criterios antes transcritos nos sirven de guía para poder, 

de manera sabia y prudente, tomar la determinación de si procede 

o no intervenir en el caso en la etapa del procedimiento en que se 

encuentra. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 97 

(2008). De no encontrarse presente alguno de los criterios 

anteriormente enumerados en un caso que se nos presenta, no 

procede nuestra intervención. 
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B. Memorando de costas   

La imposición de costas en un pleito se rige por la Regla 44.1 

(a) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 44.1(a). 

Regularmente, las costas se conceden a favor de la parte victoriosa 

una vez concluye un pleito por sentencia. La norma es que solo 

pueden reclamarse como costas los gastos en que necesariamente 

se haya incurrido para la tramitación del pleito o aquellos que el 

tribunal, en su discreción, estime que un litigante debe reembolsar 

a otro. Id.  

Por su parte la Regla 44.1(c) provee para el recobro de costas 

en la etapa apelativa.  Esta dispone lo siguiente:   

La parte a cuyo favor un tribunal apelativo dicte 
sentencia, presentará en la sala del Tribunal de 
Primera Instancia que decidió el caso inicialmente y 
notificará a la parte contraria, dentro del término 
jurisdiccional de diez (10) días contados a partir de la 
devolución del mandato y conforme a los criterios 
establecidos en el inciso (b) anterior, una relación o 
memorándum de todas las partidas de gastos y 
desembolsos necesarios incurridos para la tramitación 
del recurso en el Tribunal de Apelaciones y en el 
Tribunal Supremo, según corresponda. El 
memorándum de costas se presentará bajo juramento 
de parte o mediante certificación del abogado o 
abogada, y su impugnación se formulará y resolverá 
en la misma forma prescrita en la Regla 44.1 (b) de 
este apéndice.  La resolución que emita el Tribunal de 
Primera Instancia podrá revisarse según se dispone en 
el inciso (b). La resolución que emita el Tribunal de 
Apelaciones podrá revisarse mediante certiorari ante el 
Tribunal Supremo.   
  
Cuando se revoque la sentencia del Tribunal de 
Primera Instancia, la parte a cuyo favor se dicte la 
sentencia, presentará un memorándum de costas de 
conformidad con el procedimiento y el término 
establecido en este inciso e incluirá los gastos y 
desembolsos incurridos tanto en el Tribunal de 
Primera Instancia como en el Tribunal de Apelaciones 
y el Tribunal Supremo. 
 

A tenor con lo anterior, la imposición de costas supone una 

función reparadora, pues el derecho de la parte vencedora “no 

puede quedar menguado por los gastos en que tuvo que incurrir 

sin su culpa y por culpa del adversario.” Garriga, Jr. v. Tribunal 

Superior, 88 DPR 245, 253 (1963). Recientemente, y luego de citar 

el referido caso, el Tribunal Supremo indicó: “[e]sta premisa cobra 
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mayor relevancia en la actualidad, habida cuenta del aumento 

desmedido en la partida de gastos relacionados a los trámites 

judiciales.” Maderas Tratadas v. Sun Alliance et al., 185 DPR 880 

(2012).  

Preciso es aclarar que las costas no son todos los gastos que 

ocasiona la litigación. Garriga, Jr. v. Tribunal Superior, supra, pág. 

252. Solo se pueden recobrar los gastos necesarios y razonables 

incurridos en el litigio. J.T.P. Dev. Corp. v. Majestic Realty Corp., 

130 DPR 456, 460 (1992). En Garriga, Jr. v. Tribunal Superior, 

supra, el alto foro explicó lo siguiente:  

La razón por la cual la ley ordena que el litigante 
vencido reembolse las costas al vencedor consiste en 
que el vencedor debe ser resarcido en sus gastos; su 
derecho no debe quedar menguado por los gastos en 
que tuvo que incurrir sin su culpa y por culpa del 
adversario. […] También se señala como otra razón el 
efecto disuasivo que esa regla tiene sobre la litigación 
temeraria, viciosa y la que se lleva a cabo con el 
propósito de retardar la justicia. Id., pág. 253. 
  

No pueden incluirse en un memorando de costas los gastos 

ordinarios de las oficinas de los abogados de las partes, tales como 

sellos de correo o fotocopias. Pereira v. I.B.E.C., 95 DPR 28, 78 

(1967). Esto se reiteró en Andino Nieves v. AAA, 123 DPR 712, 716 

(1989). Tampoco la transportación de los abogados durante una 

inspección ocular, ni los gastos de transcripciones de récords de 

vistas cuando tales transcripciones se solicitan por ser 

convenientes pero no necesarias para los reclamantes.” Id.  

Los gastos de un perito de una parte no son recobrables 

automáticamente. A manera de excepción, “y cuando las expensas 

que origine el perito estén plenamente justificadas, es que el 

tribunal, en el ejercicio de su discreción, puede ordenar lo 

contrario.” Toppel v. Toppel, 114 DPR 16, 22 (1983). Al hacerlo, el 

tribunal evaluará la naturaleza y utilidad del testimonio pericial 

presentado y si el perito era necesario para que prevaleciera la 
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teoría de quien reclama las costas. J.T.P. Dev. Corp. v. Majestic 

Realty Corp., supra, pág. 466. De modo que:  

[…] lejos de ser automática, la designación de la 
compensación de un perito como costas está sujeta a 
los rigores del escrutinio judicial a través del cual se 
examinará tanto la naturaleza de su preparación, 
como la utilidad de su intervención. Significa esto que, 
deben tomarse en cuenta las credenciales que ostenta 
el experto designado para rendir una opinión sobre 
una materia particular. También corresponde 
examinar el alcance de su testimonio, para de este 
modo estar en posición de aquilatar su utilidad en 
beneficio de la postura procesal de la parte que resulte 
victoriosa. Cónsono con lo anterior, se descartará el 

mismo en la medida en que este resulte “irrelevante, 
inmaterial o innecesario” en la tramitación del caso 
del que solicita el reembolso. Maderas Tratadas, Inc. v. 
Sun Alliance Insurance Company, supra. 
 

III. 

Los peticionarios alegan que el Ing. Vivas Gotay no hubiera 

comparecido como parte en el presente pleito a no ser que el Ing. 

Santiago García lo hubiera incluido como demandante contra 

tercero. Entienden que no le deben reembolsar ningún gasto al 

recurrido. Sin embargo, al analizar el expediente colegimos que los 

peticionarios incluyeron al recurrido en el pleito original mediante 

enmienda1, por lo que al resultar perdidosos, le deben reembolsar 

los gastos razonablemente justificados.  

Por otra parte, estudiadas las partidas reclamadas en el 

memorando de costas en controversia, a tenor con el derecho 

aplicable, resolvemos lo siguiente: sobre las costas reclamadas 

inicialmente en noviembre de 2014 no proceden las partidas sobre 

honorarios del perito Ing. Roa Vargas, fotocopias, sellos postales y 

fax. Las partidas aprobadas sobre la radicación de la oposición al 

recurso de apelación de 2015 son responsabilidad única de los 

peticionarios, quienes presentaron el mencionado recurso. 

Tampoco proceden las costas sobre los honorarios al Ing. Roa 

                                                 
1 Véase Segunda Demanda Enmendada, apéndice de la oposición al recurso de 

apelación, págs. 2-6.  
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Vargas y la notificación del recurso en envío certificado junto con 

acuses de recibos. Veamos. 

En Rodríguez Cancel v. AEE, 116 DPR 443, 461 (1985), se 

estableció que la compensación de los honorarios de peritos como 

costas no es automática, sino que el tribunal, al evaluar si procede 

o no el pago de los referidos honorarios, “tendrá que evaluar su 

naturaleza y utilidad a la luz de los hechos particulares del caso 

ante su consideración, teniendo la parte que los reclama el deber 

de demostrar que el testimonio pericial presentado era necesario 

para que prevaleciera su teoría.” Unicamente cuando el testimonio 

de dicho perito fuera esencial para que la parte prevaleciera es que 

se puede incluir como costas. Arrieta Barbosa v. Chinea Vda. de 

Arrieta, 139 DPR 525, 542 (1995).   

En este caso donde resultó victorioso el recurrido, el TPI no 

tomó en consideración la pericia del Ing. Roa Vargas. El pleito 

finiquitó por no demostrarse relación contractual alguna del 

recurrido con los peticionarios. Así fue confirmado por este foro 

apelativo. Forzoso es concluir que el gasto incurrido en esta 

consulta no puede ser reclamado como costas del pleito. Tampoco 

proceden las partidas reclamadas por concepto de fotocopias, 

sellos postales, fax y notificación de la oposición en apelación. 

Nuestra jurisprudencia ha sido clara en establecer que los 

mencionados gastos no pueden incluirse en un memorando de 

costas por tratarse de gastos generales. Examinadas las partidas 

impugnadas, entendemos que el TPI erró al aprobar el memorando 

de costas íntegramente. Procede eliminar las partidas antes 

mencionadas.   

De otra parte, no podemos concluir sin destacar que el TPI 

no debió aprobar el pago solidario de las costas en controversia. La 

solidaridad nunca se presume, Artículo 1090 del Código Civil, 31 
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LPRA sec. 3107. El recurrido debió desglosar detalladamente en el 

memorando de costas los gastos incurridos con respecto a cada 

reclamación, entiéndase la demanda original enmendada y la 

demanda contra tercero.  

IV. 

Por lo anteriormente expresado, modificamos el dictamen 

recurrido a los únicos efectos de: (1) eliminar las partidas por 

concepto de honorarios del perito Ing. Roa Vargas, fotocopias, 

sellos postales, fax y notificación de la oposición en apelación y (2) 

establecer que el pago de las costas a favor del recurrido no debió 

autorizarse de manera solidaria. 

Se devuelve el caso al TPI para que en un término razonable 

le ordene al Ing. Vivas Gotay presentar un memorando de costas 

enmendado, conforme lo aquí establecido. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
DIMARIE ALICEA LOZADA 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


